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León, Guanajuato, a 25 veinticinco de mayo del año 2011 dos mil once. .  

V I S T O S  para resolver los autos del proceso administrativo identificado con el expediente número 460/2010-JN, y su acumulado expediente número 462/2010-JN, promovidos por el ciudadano José Luis Camacho López, y por la persona moral denominada “Anuncios Técnicos Moctezuma”, Sociedad Anónima de Capital Variable respectivamente; y : . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El proceso administrativo fue presentado oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes al en que se ostentaron los actores sabedores de los actos impugnados, que fue el 1 uno de noviembre del 2010 dos mil diez, sin que de las constancias de la presente causa administrativa, se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia de los actos impugnados, consistentes en la resolución de fecha 25 veinticinco de octubre del 2010 dos mil diez, dictada dentro del procedimiento administrativo de inspección número 382/2010-A; así como de la orden y visita de inspección; se encuentra debidamente acreditada en autos, con el original de dicha resolución y las copias al carbón de la orden y acta de visita (visibles a fojas 35, treinta y cinco a la 38 treinta y ocho; y 42 cuarenta y dos a la 48 cuarenta y ocho); del expediente 460/2010-JN; así como en las fojas números 162 ciento sesenta y dos, 164 ciento sesenta y cuatro, a la 166 ciento sesenta y seis; y de la 168 ciento sesenta y ocho a la 174 ciento setenta y cuatro); del presente expediente, que corresponde al proceso acumulado número 462/2010-JN; mismas que ofrecidas por los actores, les fueron admitidas como pruebas de su intención; a las que con sustento en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; se les otorga pleno valor probatorio, ya que constituyen documentos públicos al haber sido expedidos por el Director de Verificación Urbana y el inspector demandados en el ejercicio de sus atribuciones, siendo reconocida expresamente su emisión, por dichas autoridades al contestar la demanda . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Por ser de Orden Público y, por ende de examen de oficio, ya que constituye un presupuesto procesal, este Juzgador procede a analizar la personalidad con la que concurre el ciudadano Gustavo Araujo Jiménez, en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La personalidad con la que comparece, al proceso acumulado, el ciudadano Gustavo Araujo Jiménez, es como apoderado legal de la sociedad mercantil denominada “Anuncios Técnicos Moctezuma”, Sociedad Anónima de Capital Variable, lo que acredita con la copia certificada de la Escritura Pública número 15,060 quince mil sesenta, de fecha 19 diecinueve  de enero del 2005 dos mil cinco (misma que es visible en autos, a fojas 159 ciento cincuenta y nueve a la 161 ciento sesenta y uno), tirada ante la fe del Licenciado Francisco I. Hughes Vélez, titular de la Notaría Pública número 212 doscientos doce del Distrito Federal; en la cual se hizo constar que el ciudadano Francisco Rodríguez Rangel, en su carácter de apoderado general de la sociedad mercantil denominada “Anuncios Técnicos Moctezuma”, Sociedad Anónima de Capital Variable; otorgó poder general para pleitos y cobranzas a favor del Licenciado Gustavo Araujo Jiménez, con todas las facultades, generales y especiales que requieran poder y cláusula especial, conforme a la ley sin limitación alguna, según se aprecia en la cláusula única de la escritura antes mencionada . . . . . . . . .
Copia que, certificada por el Notario Público número 41 cuarenta y uno del Distrito Federal, Licenciado Santiago Javier Covarrubias y González, constituye un documento público conforme lo establece el artículo 78 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por lo que merece pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 121 del citado Código, lo cual es suficiente para acreditar la personalidad con la que el ciudadano Gustavo Araujo Jiménez comparece y actúa en el presente proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

QUINTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . 

De lo expuesto por los actores en sus escritos de demanda, de las contestaciones a la misma, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que con fecha 27 veintisiete de septiembre de 2010 dos mil diez, el Director de Verificación Urbana, emitió la orden de inspección, expediente 382/2010-A, a efecto de verificar si, respecto del anuncio ubicado en calle Granado número 112 ciento doce, de la Zona Centro de esta ciudad, se contaba con la licencia respectiva. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

 El día 28 veintiocho de ese mismo mes y año, el ciudadano Francisco Esteban Velázquez Velázquez, en su carácter de inspector adscrito a la Dirección de Verificación Urbana, practicó la visita de inspección en el inmueble antes mencionado, entendiéndola con el ciudadano José Luis Camacho López. . . . . . . . 

Finalmente, con fecha 25 veinticinco de octubre de ese mismo año, con sustento en la orden y la visita de inspección antes reseñadas, el Director de Verificación Urbana emitió la resolución en la que, por no contar con la licencia correspondiente, impuso a los actores las sanciones de multa por la cantidad de $8,170.50 (Ocho mil ciento setenta pesos 50/100 moneda nacional); la clausura de la difusión del anuncio de manera temporal, total o parcial, por un lapso de 15 quince días naturales; y, el retiro del mismo, en un plazo no mayor también de 15 quince días. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Respecto de la orden de inspección impugnada, los actores expresan que es ilegal porque fue dictada en contravención a las disposiciones aplicables, ya que fue emitida dejando espacios en blanco en cuanto al número de procedimiento, nombres de las personas buscadas, lugar donde se encuentra el anuncio; espacios que fueron llenados con letra manuscrita, diferente a la del resto de la orden, por el propio inspector o verificador; así como que la resolución impugnada es ilegal porque no se individualizó correctamente la sanción de multa, y que además se basa en un ordenamiento -Reglamento de Anuncios para el Municipio de León, Guanajuato-, que se encuentra derogado; por su parte el Director de Verificación Urbana expresó que sí se encuentra fundada y motivada en cuanto a la individualización de la sanción; constituyendo tales aspectos, de manera general, los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

SEXTO.- Por cuestión de orden público y, por ende de estudio preferente,  sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Las autoridades demandadas hacen valer la causal de improcedencia prevista en la fracción VII del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en relación con lo dispuesto en la fracción VII del artículo 265 del mismo ordenamiento; ya que refieren que de los conceptos de impugnación señalados por el actor, no se desprende una relación lógica jurídica tendiente a demostrar el perjuicio o afectación que sufrió, con la emisión del acto que impugna; es decir que no existe ningún agravio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No se actualiza la causal que aducen las demandadas; pues como se aprecia del escrito de demanda, la parte actora sí planteó conceptos de impugnación; los que deben, analizarse si procede, al resolverse la cuestión de fondo del asunto, para determinar si los mismos son eficaces para los efectos pretendidos por el impetrante del proceso, razón por la que no puede afirmarse válidamente que no se hayan expresado conceptos de impugnación o que no existe ningún agravio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Asimismo, hacen valer la causal prevista en la fracción VII del artículo 261 del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que expresan que en la demanda se solicitó la impugnación del procedimiento administrativo número 382/2010-A, pero sin invocar la solicitud de presentar algún medio de impugnación, por lo que el asunto debió turnarse a la autoridad administrativa y requerirse si optaba por el recurso de inconformidad o por el proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Tampoco se actualiza, la causal de improcedencia invocada, toda vez que la parte actora es clara al señalar que promueve proceso administrativo; fundándose para ello en los preceptos del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, relativos al proceso administrativo; por lo que carecen de razón las demandadas al respecto, por lo que no era necesario que se les requiriera a los actores a efecto de que precisaran si promovían un recurso de inconformidad o un proceso, toda vez que de acuerdo a la interpretación gramatical del primer párrafo del artículo 226 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, podrá la parte actora a su elección promover recurso de inconformidad o proceso administrativo ante la autoridad jurisdiccional, lo que en la especie se presenta . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
También hacen valer la causal de improcedencia establecida en el artículo 261, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa antes citado, concatenada con el artículo 266, fracción III del mismo Código, al referir que el ciudadano Gustavo Araujo Jiménez no acredita su personalidad como apoderado para pleitos y cobranzas de “Anuncios Técnicos Moctezuma”, Sociedad Anónima de Capital Variable,  porque el ciudadano Francisco Rodríguez Rangel, que es quien le otorga el poder, se lo otorga como Apoderado General, y no cuenta con facultades para otorgar poderes, estando facultado para ello solamente el Administrador o el Consejo de Administración. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para quien resuelve, no se actualiza la causal de improcedencia en comento, toda vez que el Ciudadano Gustavo Araujo Jiménez sí acredita su personalidad como apoderado, al haber sido designado por el ciudadano Francisco Rodríguez Rangel, quien según se aprecia en el documento inserto en la Escritura Pública número 15,060 quince mil sesenta descrita en el considerando inmediato anterior, en donde se hace referencia expresa que al constituirse la sociedad mercantil “Anuncios Técnicos Moctezuma”, Sociedad Anónima de Capital Variable, se nombró al ciudadano Francisco Rodríguez Rangel como Apoderado General de la misma, otorgándole todas las facultades consignadas en el artículo Decimoprimero de la escritura constitutiva, entre las que se encuentra la de otorgar toda clase de poderes generales y especiales y revocarlos (visible a foja 160 ciento sesenta); por lo que no se actualiza la causal invocada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Asimismo, de la lectura integral de los escritos de contestación, se desprende que, al referirse al primer concepto de impugnación, las demandadas señalan que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa antes mencionado, ya que refieren que no hay afectación al interés jurídico de la parte actora, argumentado como sustento para ello el que la resolución impugnada sí se encuentra debidamente fundada y motivada y que ya no se encuentra vigente la licencia de anuncio otorgada inicialmente . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Causal de improcedencia que no se actualiza, toda vez que la existencia del interés jurídico de la parte actora, no se basa en que la resolución no se encuentre debidamente fundada y motivada, sino que dicho interés está sustentado en el hecho de que el ciudadano José Luis Camacho López y la persona moral denominada “Anuncios Técnicos Moctezuma” Sociedad Anónima de Capital Variable, se ven afectados en sus derechos y bienes, al haberse emitido en su contra la resolución impugnada, en la que se les impone entre otras sanciones, una multa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Además existe la presunción de que la persona moral actora, es la propietaria del anuncio materia del procedimiento administrativo de inspección número 382/2010-A, pues se le otorgó la licencia de anuncio con número de control 9-34184/2007, (visible a fojas 33 treinta y tres y 175 ciento  setenta y cinco del expediente de esta causa administrativa); en donde se menciona como propietaria; por lo que sí hay afectación a sus intereses jurídicos, pudiendo intervenir en el presente proceso, de acuerdo a lo que se señala en el artículo 251, fracción I, inciso a) del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Por último, respecto del acto impugnado al Director General de Verificación Normativa, en el proceso número 462/2010-JN, ya acumulado; este Juzgador, de oficio, por tratarse de una cuestión de orden público, considera que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; al ser inexistente el acto que se impugna a tal autoridad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En efecto, del escrito de demanda presentado en fecha 14 catorce de diciembre del año próximo pasado, se advierte que la parte actora -“Anuncios Técnicos Moctezuma” Sociedad Anónima de Capital Variable-, en el acumulado proceso 462/2010-JN, adicionalmente señaló como autoridad demandada al Director General de Verificación Normativa, de quien se reclamó la emisión de la resolución impugnada; si embargo se advierte que dicha resolución no fue emitida por tal funcionario, sino por el Director de Verificación Urbana, Contador Público Héctor Rodrigo Gutiérrez Martín; luego entonces, no hay resolución alguna que atribuirle al señalado Director General, y por ende es inexistente la resolución impugnada respecto de tal autoridad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo que al quedar determinado que no existe la resolución impugnada al Director General de Verificación Normativa; se actualiza la hipótesis de improcedencia prevista en la fracción VI, del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa antes citado; por lo que es procedente sobreseer el presente proceso administrativo, con sustento en lo establecido por el artículo 262, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . .  

No habiendo prosperado ninguna de las causales invocadas por las demandadas, en tanto que este Juzgador no advierte la actualización de alguna otra causal que impida el estudio de fondo del negocio en cuanto a las autoridades demandadas Director de Verificación Urbana e Inspector adscrito; se procede al análisis de los conceptos de impugnación expresados por las actoras. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
SÉPTIMO.- De los conceptos de impugnación planteados, este Juzgador se avocará primeramente al estudio del que se considera trascendental para emitir la presente sentencia, como lo es el segundo, en ambos escritos de demanda;  sin necesidad de transcribirlos, así como tampoco los restantes planteados, sirviendo para ello el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . 

Así las cosas, en el señalado segundo concepto de impugnación, manifiestan las actoras que la resolución que se reclama es ilegal al vulnerar el artículo 16  Constitucional, así como lo dispuesto en los artículos 137 y 138 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; porque se apoya en una orden de inspección que también es ilegal, ya que la misma fue emitida dejando espacios en blanco, en los apartados relativos al número de procedimiento, nombre de la persona buscada, el lugar donde se encuentre el anuncio e incluso la fecha de la emisión; agregando textualmente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“No obstante… la orden de visita de verificación referida fue emitida dejando espacios en blanco en los lugares que corresponden al número de procedimiento, nombre de la persona buscada, el lugar donde se encuentra el anuncio…, ya que resulta evidente que el hecho de que los datos antes referidos no hayan sido llenados desde el momento de la emisión de la orden de verificación, atenta contra el principio de certeza jurídica que debe de regir en todo acto administrativo.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

“Además de la simple lectura que se realice... se desprende que los espacios en blanco antes referidos fueron anotados a mano, por una persona con caligrafía similar a la contenida en el acta de inspección... lo cual deja en evidencia que los datos escritos a mano en dicha orden y la referida acta de inspección fueron llenados por la misma persona, es decir por el verificador....y no por el Director de Verificación Urbana….”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Al respecto, las demandadas en sus contestaciones, plantearon que tal aseveración era una aberración, pues tan tuvo participación en la emisión de la orden, que el Director de Verificación Urbana firmó tal documento. . . . . . . . . . . . 

Una vez analizada la orden de inspección impugnada, para quien resuelve resulta fundado el concepto de impugnación en estudio; pues en la misma se aprecian dos tipos de letra, resaltando la circunstancia de que en el espacio destinado al número de expediente, nombres de los visitados; sus domicilios, y el de la ubicación del anuncio, estén asentados con letra manuscrita; lo que contrasta con las letras de impresión del resto de formato de la orden, lo que lleva a concluir que no fue la voluntad del Director de Verificación Urbana dirigir la orden a los ciudadanos José Luis Camacho López y a la sociedad denominada ”ATM Espectaculares, Sociedad Anónima de Capital Variable; sino que la emitió en forma genérica y que fue el personal actuante quien decidió a quien dirigir la orden y que inmueble inspeccionar, vulnerándose con ello el contenido del artículo 208 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, precepto al cual remite el artículo 533 del Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato, que a la letra establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 533.- Las dependencias y entidades municipales que ostenten el carácter de autoridades competentes o auxiliares del presente Código, podrán llevar a cabo visitas de verificación o inspección para comprobar en el ámbito de sus respectivas competencias, el cumplimiento de lo dispuesto por este ordenamiento, las cuales podrán efectuarse en el domicilio, instalaciones, equipos y bienes de los particulares, sujetándose en todo momento a las reglas previstas por el Código del Procedimiento Administrativo y demás normativa aplicable”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Donde se debe hacer notar que al referirse al Código del Procedimiento Administrativo se debe entender como el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por así establecerlo el artículo 2, fracción XXIII del Código Reglamentario de Desarrollo Urbano previamente citado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, las reglas que para las visitas de verificación e inspección, prevé el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa se encuentran contenidas en su artículo 208, en donde se debe resaltar lo establecido en la fracción I, de dicho artículo que dice: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   
“ARTÍCULO 208-. Las autoridades...” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“I.
Sólo se practicarán las visitas por mandamiento escrito de autoridad administrativa competente, en el que se expresará: . . . . . . . . . . . . . . . . 
a)
El nombre de la persona que deba recibir la visita. Cuando se ignore el nombre de ésta, se señalarán los datos suficientes que permitan su identificación; . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
b)
El nombre de los servidores públicos que deban efectuar la visita, los cuales podrán ser sustituidos, aumentados o reducidos en su número, en cualquier tiempo por la autoridad administrativa competente. La sustitución, aumento o disminución se notificará personalmente al visitado; . . . . . . . . . . . . . . 

c)
El lugar, zona o bienes que han de verificarse o inspeccionarse; . . . . 
d)
Los motivos, objeto y alcance de la visita; . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
e)
Las disposiciones legales que fundamenten la verificación o inspección; y. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
f)
El nombre, cargo y firma autógrafa de la autoridad administrativa que lo emite;” (lo subrayado es nuestro). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De lo que se desprende que exclusivamente corresponde al emisor de la orden (autoridad ordenadora), en el caso particular, al Director de Verificación Urbana, y no al ejecutor, el expresar el nombre de la persona que deba recibir la visita y determinar el lugar, zona o bienes que han de inspeccionarse; luego entonces, resulta lógico presumir que si la autoridad competente dicta una orden de visita, todos sus elementos, tanto genéricos como los específicos deben estar señalados con el mismo tipo de letra, porque todo proviene de la voluntad decisoria de esa autoridad para ordenar que a cierta persona o establecimiento se lleve a cabo una visita en el ramo de sus atribuciones y señalar al personal facultado para realizarla. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Luego entonces, en el caso concreto, si como se advierte de la orden de visita, en la que se aprecia que los espacios relativos a las personas a las que se dirige la orden; el domicilio de las mismas y el de la ubicación del anuncio, aparecen llenos con letra manuscrita; resulta que no se encuentra debidamente expresada esa voluntad decisoria del titular de la dependencia; viciando de ilegal tal determinación; pues resulta evidente que esos espacios inicialmente dejados en blanco fueron llenados por el inspector Francisco Esteban Velázquez Velázquez, quien fue el que acudió a realizar la visita de inspección en el inmueble ubicado en Granado, número 112 ciento doce, de la Zona Centro de esta ciudad; por lo que la circunstancia de que en la orden de visita impugnada, se hayan utilizado tipos de letra notoriamente distintos, uno que corresponde a sus elementos genéricos y que se encuentra impreso por computadora, y otro a los datos específicos relacionados con los visitados, sus domicilios y el inmueble a inspeccionar; revela que no cumple con lo dispuesto en el ya señalado precepto; porque al tratarse de una garantía para el gobernado, que la orden se emita previamente por el titular de la dependencia, debe exigirse su pleno acatamiento, así como la demostración por parte de la autoridad, de que efectivamente emitió la orden en los términos del reglamento mencionado, sin que se haya demostrado fehacientemente dicha circunstancia. . . . . . . . . . . . . . . . 

Por analogía, resulta aplicable la siguiente Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que a la letra señala: . 

“ORDEN DE VISITA EN MATERIA FISCAL. LA NOTORIA DIFERENCIA ENTRE EL TIPO DE LETRA USADO EN SUS ASPECTOS GENÉRICOS Y EL UTILIZADO EN LOS DATOS ESPECÍFICOS RELACIONADOS CON EL VISITADO, PRUEBA LA VIOLACIÓN A LAS GARANTÍAS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA ESTABLECIDAS EN EL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. La orden de visita que se dirija al gobernado a fin de verificar el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, debe reunir los requisitos que establece el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con los numerales 38 y 43 del Código Fiscal de la Federación, esto es, debe constar por escrito, ser firmada y emitida por autoridad competente, precisar el lugar o lugares que han de inspeccionarse, su objeto, los destinatarios de la orden o, en su caso, proporcionar datos suficientes que permitan su identificación, así como las personas que se encuentren facultadas para llevar a cabo la diligencia de que se trate; por tanto, resulta inconcuso que el hecho de que en una orden de visita se hayan utilizado tipos de letra notoriamente distintos, uno que corresponde a sus elementos genéricos y otro a los datos específicos relacionados con el contribuyente, revela que no cumple los requisitos mencionados y sí, por el contrario, debe tenerse por probado que se transgredieron las garantías de legalidad y seguridad jurídica consagradas en el mencionado artículo 16, en cuanto a los requisitos que debe contener aquélla. Lo anterior deriva, por una parte, de que resulta lógico que si la autoridad competente dicta una orden de visita, tanto sus elementos genéricos como los específicos deben estar señalados con el mismo tipo de letra (manuscrita, de máquina de escribir o de computadora) y, por otra, de que tratándose de una garantía individual para el gobernado y siendo perfectamente factible que se cumpla con esto último, debe exigirse su pleno acatamiento y la demostración idónea de ello, y no propiciar que se emitan órdenes de visita que por sus características pudieran proceder, en cuanto a los datos vinculados con el contribuyente y con la visita concreta que deba realizarse, no de la autoridad competente, sino del funcionario ejecutor de la orden pero incompetente para emitirla.” Contradicción de tesis 45/2001-SS. Entre las sustentadas por el Primer y el Tercer Tribunales Colegiados del Quinto Circuito. 12 de septiembre de 2001. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: María Estela Ferrer Mac Gregor Poisot. Tesis de jurisprudencia 44/2001. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintiuno de septiembre de dos mil uno. No. Registro: 188,560. Jurisprudencia. Materia(s): Constitucional, Administrativa. Novena Época. Instancia: Segunda Sala Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. XIV, Octubre de 2001. Tesis: 2a./J. 44/2001. Página: 369. . . . . . . . 


Así las cosas, al demostrarse que la orden de inspección se emitió sin respetar lo establecido en el artículo 208, fracción I del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; trae aparejada la existencia de una omisión de los requisitos formales, la que estriba precisamente, en la exteriorización de la voluntad del órgano administrativo; ello en razón de que la decisión de ordenar la inspección de un determinado inmueble, debe provenir del propio titular de la dependencia; ilegalidad que trasciende a los posteriores actos realizados, entre estos al resultado del acto, consistente en la resolución impugnada, la que indudablemente afecta las defensas del particular, al imponerse una multa, así como la clausura y el retiro del anuncio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo anterior, al resultar fundado el concepto de impugnación en estudio, mismo que demuestra que la orden de inspección de fecha 27 veintisiete de septiembre de 2010 dos mil diez, se emitió de manera ilegal; con sustento en lo dispuesto en los artículos 300, fracción II, y 302, fracciones II y IV, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede decretar la nulidad total de la orden de inspección dictada dentro del Procedimiento Administrativo de Inspección número 382/2010-A, y por ende, también la nulidad total de los actos que se sustentan en la misma, como lo son el acta de la visita y la resolución dictada el 25 veinticinco de octubre del 2010 dos mil diez, mediante la que se impusieron las sanciones de multa; clausura de la difusión del anuncio ubicado en calle Granado número 112 ciento doce, de la Zona Centro de esta ciudad; así como el retiro del mismo, al tener su sustento y ser consecuencia de una orden de inspección emitida de manera ilegal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Como apoyo a lo anterior, resulta aplicable el criterio que los Tribunales Colegiados de Circuito sostienen en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . 

“ORDEN DE VISITA. LA ILEGALIDAD DE LA MISMA PRODUCE LA NULIDAD LISA Y LLANA DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA. Considerando que la orden de visita es el acto administrativo que da inicio al procedimiento de fiscalización, debe estimarse que la ilegalidad de dicho acto implica necesariamente la inexistencia de la base de tal procedimiento, por lo que debe declararse la nulidad de las resoluciones administrativas dictadas con apoyo en el procedimiento cuya orden de visita fue declarada ilegal. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Novena Época. Registro: 195739. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VIII, Agosto de 1998. Materia(s): Administrativa. Tesis: VI.2o. J/144. Página:   753. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
OCTAVO.- En virtud de que el segundo concepto de impugnación resultó fundado y es suficiente para decretar la nulidad total de los actos que se impugnan; resulta innecesario el estudio de los restantes conceptos de impugnación, ya que ello no cambiaría, ni afectaría el sentido de esta resolución. 

Vale de sustento a lo anterior, la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía: Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Por lo anteriormente expuesto, con fundamento en los preceptos invocados al principio de este Considerando, más lo establecido en los artículos 249, 261, fracción VI; 262, fracción II; 287, 298, 299, 300, fracción II; y 302, fracciones II y IV, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . 

SEGUNDO.- Se sobresee la presente causa administrativa respecto del Director General de Verificación Normativa; de acuerdo a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de la presente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Resultó procedente el proceso administrativo interpuesto en contra de los actos impugnados al Director de Verificación Urbana y al Inspector adscrito. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Se decreta la nulidad total de la orden de inspección de fecha 27 veintisiete de septiembre del año 2010 dos mil diez; así como la nulidad total tanto de la visita de inspección practicada el 28 veintiocho de septiembre de ese mismo año; como de la resolución de fecha 25 veinticinco de octubre del año próximo pasado; emitidas dentro del procedimiento administrativo de inspección número 382/2010-A; ello conforme a las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Séptimo de esta misma sentencia. . . . . . . 
Notifíquese a los actores personalmente y a las autoridades demandadas por oficio. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . .  
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

